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Acta No. 121 de 9 de marzo de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00150-00
Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde Municipal de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que la Juez Cuarta Civil del Circuito de Pereira se niega a cumplir lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia de tutela radicada 66001-22-13-000-2016-01122-01.
2. Considera lesionados su derecho a la igualdad, la presunción de buena fe y sus “garantías fundamentales”. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado a) “no continue (sic) desconociendo” lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia y b) aportar un listado completo de todas las acciones populares en las cuales ha exigido requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 24 de febrero se admitió la acción. Con posterioridad se ordenó vincular al Alcalde del Municipio de Pereira, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de la entidad demandada en el proceso en que el actor considera lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esa actuación y la constancia que obra a folio 32 de este cuaderno, la demanda aún no le ha sido notificada y por ende, dicha entidad no ha concurrido a ese trámite.
2. La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, al que aún no han sido convocados. Solicita se le desvincule de la actuación.

3. La titular del despacho accionado y los demás vinculados guardaron silencio.
4. El Secretario del Juzgado Cuarto Civil del Circuito informó, en respuesta al requerimiento efectuado por esta Sala, que la acción popular de que trata el fallo de tutela de la Corte Suprema de Justicia, radicado 66001-22-13-000-2016-01122-01, corresponde a la radicada bajo el No. 2017-00150. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Como problema jurídico debe resolver esta Sala si procede la acción de tutela para ordenar al juzgado accionado acatar lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia mediante sentencia de tutela.

3. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga promovió acción popular contra el Centro de Servicios Crediticios ubicado en la calle 19 No. 6-31 de esta ciudad
, la cual quedó radicada bajo el No. 2016-00409
.
3.2 Mediante auto de 17 de noviembre de 2016, la Juez Cuarta Civil del Circuito decidió rechazarla por falta de subsanación
. 

3.3 Por medio de sentencia de tutela del 16 de febrero de este año, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia resolvió revocar el fallo proferido por esta Sala, concedió el amparo solicitado por el señor Javier Elías Arias Idárraga y ordenó al Juzgado Cuarto Civil del Circuito local dejar sin efectos la actuación objeto de la queja constitucional, a partir del auto inadmisorio de la demanda y dar el trámite respectivo
.  
3.4 En obedecimiento a esa decisión, el juzgado de conocimiento admitió la acción popular y ordenó efectuar las notificaciones de rigor
. 

4. Según ha quedado establecido, el actor pretende por este medio se ordene a la funcionara accionada cumplir lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela.
Sin embargo, este mecanismo especial de protección es improcedente para obtener tal fin. 

En efecto, por sabido se tiene que las órdenes impuestas mediante fallos de tutela para proteger derechos fundamentales deben ser cumplidas por el infractor. De no hacerlo, el interesado debe poner en conocimiento del juez competente tal hecho con el fin de que se adopten las medidas que la ley le otorga para obtener que sean acatadas, así como acudir al incidente de desacato, pero no se le faculta promover una nueva solicitud de amparo para sustituir esos trámites.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“22.- Según la reiterada jurisprudencia de esta Corporación
, la existencia  de los dos mecanismos judiciales explicados determina la improcedencia de la acción de tutela para lograr el cumplimiento de los fallos de tutela, al ser estas vías idóneas y eficaces para tal fin en vista de la amplitud de los poderes que se otorgan al juez de tutela. Como se vio, éste mantiene la competencia para obtener el acatamiento de las sentencia de tutela hasta que el derecho fundamental sea restablecido o la amenaza desaparezca y para ello puede adoptar `todas las medidas necesarias´, incluso las sanciones previstas ante el desacato.

La anterior conclusión se basa primordialmente en el respeto del principio de subsidiariedad de la acción de tutela, de conformidad con el cual esta sólo procede en ausencia de otro mecanismo judicial de defensa o cuando éste no resulta idóneo o eficaz (artículo 86 de la Constitución y artículo 6 del decreto 2591 de 1991), pero también ha indicado la Corte que el uso de la acción de tutela para estos fines podría `dar lugar a una serie interminable de tutelas que sólo contribuirían a desvirtuar la naturaleza misma de la acción´
.”
.
6. Siendo así las cosas y de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, ha debido el demandante adelantar la gestión respectiva con el fin de obtener que en el mismo proceso en el que se concedió la tutela para proteger sus derechos fundamentales, se dé cumplimiento a la orden que se impartió al Juzgado Cuarto Civil del Circuito, y de ser el caso se inicie incidente por desacato, medida que resulta más efectiva para el restablecimiento de sus derechos, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.
Por ello, se declarara improcedente el amparo, pues existe otro mecanismo de defensa judicial para reclamar lo que se pretende obtener por este medio.

5. De todos modos, las pruebas documentales incorporadas a la actuación acreditan que en la acción popular objeto del amparo, la titular del juzgado accionado procedió, en obedecimiento a lo ordenado por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, a admitir la demanda y disponer las notificaciones de rigor. Es decir que la pretensión principal del actor, ya se encuentra satisfecha y, por ende, carece de objeto actualmente la acción de tutela.

6. No se accederá a la solicitud elevada por el actor en el sentido de ordenar a la funcionaria demandada aportar un listado completo de las acciones populares en las que ha exigido requisitos no previstos en el artículo 18 de la Ley 478 de 1998, como quiera que esta acción constitucional está prevista para proteger derechos fundamentales conculcados, mas no para tramitar esa clase de solicitudes, las cuales, además, deben ser elevadas directamente por el mismo interesado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde Municipal de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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